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CARTA SOCIAL DE LAS AMÉRICAS

PREÁMBULO

LA ASAMBLEA GENERAL,

RECONOCIENDO el carácter multiétnico, pluricultural y multilingüe de los pueblos y culturas de las Américas, e inspirados en la necesidad de fomentar la integración, cooperación y solidaridad, que coadyuvan a la construcción de sociedades democráticas, al desarrollo integral  y a la interculturalidad entre nuestros pueblos;    
CONSIDERANDO que la pobreza, la inequidad y la exclusión social son problemas que afectan el desarrollo integral y la gobernabilidad de los países del hemisferio, y requieren la adopción de acciones inmediatas;
RECORDANDO que el desarrollo integral abarca los campos económico, social, educacional, cultural, científico y tecnológico, en los cuales deben obtenerse las metas que cada país defina para lograrlo y que la igualdad de oportunidades, la eliminación de la pobreza crítica y la distribución equitativa de la riqueza y el ingreso, así como la plena participación de sus pueblos en las decisiones relativas a su propio desarrollo son, entre otros, objetivos básicos del desarrollo integral; 
RECORDANDO que la Declaración Universal de los Derechos Humanos; la Carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y el Protocolo de San Salvador; la Declaración y el Programa de Acción de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos de Viena, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; las Declaraciones sobre el Derecho al Desarrollo, del Milenio y de la Conferencia Internacional sobre la Financiación Internacional para el Desarrollo (Consenso de Monterrey) de las Naciones Unidas;  la Declaración de la Cumbre Extraordinaria de Nuevo León y de la Asamblea General de la OEA en Santiago, la Carta Democrática Interamericana y la Declaración de Margarita, constituyen documentos fundamentales en los cuales están planteados los objetivos de combatir y superar la pobreza, la inequidad y la exclusión social;

CONSIDERANDO que la Declaración Universal de los Derechos Humanos proclama que los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos; y que todos los Estados y Gobiernos están comprometidos a adoptar las medidas necesarias para prevenir y eliminar todas las formas y manifestaciones de discriminación racial y étnica;

INSPIRADOS en los principios de solidaridad y cooperación interamericana establecidos en la Carta de la OEA, que comprometen a los Estados a aunar esfuerzos para lograr que impere la justicia social internacional, con la finalidad de que sus pueblos alcancen un desarrollo integral, como condición indispensable para la paz y la seguridad; 

CONSIDERANDO que la Carta de la OEA reconoce, entre sus propósitos esenciales, la promoción, por medio de la acción cooperativa, del desarrollo económico, social y cultural de sus Estados miembros y la erradicación de la pobreza crítica, que constituye un obstáculo al pleno desarrollo democrático de los pueblos del hemisferio;

RECONOCIENDO los aportes de la OEA y de otros mecanismos regionales y subregionales en la promoción del desarrollo integral y en la lucha contra la pobreza;

CONSIDERANDO que en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales se afirma que no puede realizarse el ideal del ser humano libre, liberado del temor y de la miseria, a menos que se creen condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos;

RECORDANDO ASI MISMO que en dicho Pacto se establece que la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales es una obligación que debe ser lograda progresivamente por los Estados, teniendo en cuenta sus recursos disponibles y su nivel de desarrollo;

RECORDANDO que en la Conferencia de Viena fue establecido que los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados entre sí y que la democracia, el desarrollo y el respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales son conceptos interdependientes que se refuerzan mutuamente;

CONSIDERANDO que en la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo los Estados asumieron el compromiso de adoptar medidas políticas, legislativas y de otra índole en el plano nacional e internacional, para eliminar los obstáculos al desarrollo, resultantes de la inobservancia de los derechos políticos, civiles, económicos, sociales y culturales y que, a fin de fomentar el desarrollo, debería examinarse con la misma atención y urgencia su aplicación, promoción y protección;

REAFIRMANDO que en la Declaración del Milenio, nuestros Jefes de Estado y de Gobierno establecieron objetivos y metas para reducir la pobreza, el hambre y las enfermedades; garantizar el derecho al desarrollo y lograr el pleno ejercicio de los derechos políticos, civiles, económicos, sociales y culturales de nuestros pueblos;
TENIENDO PRESENTE que en la Declaración de Santiago sobre Democracia y Confianza Ciudadana: un Nuevo Compromiso de Gobernabilidad para las Américas, los Estados afirmaron que los graves problemas de pobreza, desnutrición, hambre, atención sanitaria y analfabetismo atentan contra la consolidación de la democracia; y que la superación de la pobreza y la exclusión social, así como la promoción del crecimiento económico con equidad fortalecen la gobernabilidad democrática;

TOMANDO EN CONSIDERACIÓN que la Carta Democrática Interamericana afirma que la democracia y el desarrollo económico y social son interdependientes y se refuerzan mutuamente. Asimismo, que la lucha contra la pobreza es esencial para la promoción y consolidación de la democracia y constituye una responsabilidad común y compartida de los Estados americanos;

TENIENDO EN CUENTA que en dicha Carta se reconoce que la participación de la ciudadanía en las decisiones relativas a su propio desarrollo es un derecho y una responsabilidad; que es también una condición necesaria para el pleno y efectivo ejercicio de la democracia y que promover y fomentar diversas formas de participación fortalece la democracia;  Y CONVENCIDOS de que la misma contribuye al progreso y bienestar de nuestros países, reduciendo la brecha económica y social al interior y entre nuestros países;

CONSIDERANDO que en el Consenso de Monterrey los Jefes de Estado y de Gobierno acordaron articular esfuerzos internacionales, con miras a movilizar recursos para el desarrollo económico sostenible, el combate a la pobreza y el hambre; 

TENIENDO EN CUENTA que en la Declaración de Nuevo León los Jefes de Estado y de Gobierno reconocen que la justicia social y la reducción de la pobreza contribuyen a la estabilidad, la democracia y la seguridad de nuestros Estados y de la región; y se comprometieron a forjar en nuestro Continente democracias fundamentadas en la justicia social; 

CONSIDERANDO que la pobreza la exclusión social, y la inequidad crean condiciones adversas al mantenimiento de la paz, la gobernabilidad democrática, el desarrollo social, la tranquilidad y seguridad de los pueblos; 

CONSCIENTES de la necesidad de mejorar los servicios básicos con el objetivo de combatir la inequidad, la exclusión social y la desigual distribución del ingreso, la cual limita el acceso a bienes y servicios;

RECORDANDO que la exclusión social no es solamente una consecuencia de la pobreza, sino que la discriminación, la intolerancia y el uso insostenible de los recursos naturales pueden también crear o agravar la situación de vulnerabilidad y riesgo social de grupos sociales, tales como los pueblos indígenas, los afrodescendientes, los migrantes, las mujeres, los jóvenes, los ancianos, las víctimas de desastres naturales y minorías étnicas, religiosas y sociales;

CONVENCIDOS de que es necesario y perentorio adoptar, de conformidad con las características y necesidades de cada Estado, políticas, planes y programas orientados a elevar el bienestar de los sectores más  necesitados y encontrar soluciones estructurales para superar el fenómeno de la pobreza, la exclusión y la inequidad social; 

TENIENDO PRESENTE que en la Declaración de la Reunión de Alto Nivel sobre Pobreza, Equidad e Inclusión Social de Isla de Margarita los Estados expresaron su determinación y compromiso de combatir de forma urgente los graves problemas de la pobreza, la exclusión social y la inequidad, que afectan en distinta medida a los países del hemisferio, de enfrentar las causas que los generan y sus consecuencias, y de crear condiciones favorables para el desarrollo socioeconómico con equidad para promover sociedades mas justas;

RECORDANDO que en la misma Declaración los Estados manifestaron su disposición a promover y fortalecer iniciativas de cooperación en temas vinculados al combate a la pobreza, la exclusión social y la inequidad, en apoyo a los esfuerzos nacionales, basados en el principio de la cooperación solidaria para el desarrollo;

 PREOCUPADOS por la existencia de situaciones estructurales que obstaculizan la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales, dificultan el desarrollo integral, afectan la calidad de la democracia y profundizan la injusticia social;
EN CUMPLIMIENTO de la Resolución  AG/RES.2056 (XXXIV-O/04) que encomienda la preparación de un proyecto de Carta Social de las Américas y un Plan de Acción que incluya los principios de desarrollo social y establezca metas y objetivos específicos que refuercen los instrumentos existentes en la Organización de los Estados Americanos sobre democracia, desarrollo integral y combate a la pobreza; 

RESUELVE: aprobar la siguiente

CARTA SOCIAL DE LAS AMÉRICAS

CAPÍTULO I
DERECHOS SOCIALES  Y DEMOCRACIA

1. Los Pueblos de América tienen derecho a la justicia social y los Estados el deber de promoverla y de realizar los esfuerzos necesarios para garantizarla. 

2. Todos los seres humanos tienen derecho a la vida y los Estados adoptarán medidas dirigidas a asegurarles una vida digna e íntegra, mediante el pleno disfrute de los derechos humanos, en un marco de solidaridad, paz y justicia social.

3. Los Estados reconocen los valores éticos y morales asociados a una cultura de paz, tolerancia, convivencia y  rechazan cualquier forma de discriminación.   En ese sentido, adoptarán políticas para prevenir, combatir y erradicar el racismo, la discriminación étnica, la xenofobia, la intolerancia y sus formas conexas.
4. Los Estados reconocen las contribuciones políticas, económicas, sociales, culturales, tecnológicas y religiosas de las comunidades afrodescendientes en el proceso histórico continental e insular y promoverán su valoración.
5. Los Estados reconocen los derechos originarios, históricos y específicos de los pueblos indígenas, y promoverán políticas para garantizarlos, según sus marcos legales, así como para preservar sus aportes culturales, científicos, tecnológicos y humanísticos, en la conformación de las nacionalidades de las Américas.
6. Los Estados buscarán proveer los medios para apoyar la plena y efectiva inclusión social de las personas con necesidades especiales y el máximo desarrollo de su personalidad.

7. La educación es un derecho humano y un deber social fundamental e indeclinable de los Estados, que requiere la participación corresponsable de la familia y la sociedad. Los Estados deben garantizarla de manera democrática, integral, permanente, gratuita y obligatoria, en el marco de las legislaciones nacionales. 
8. La educación estará cimentada en los principios de universalidad, calidad, equidad, libertad, justicia,  pluralidad, pertenencia, pertinencia y formación orientada hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y al logro de una subsistencia digna. 

9. Los Estados reconocen que todos los ciudadanos y ciudadanas tienen derecho a participar en el diseño, administración y evaluación de los procesos educativos y buscarán generar condiciones favorables para ello, en el marco que establecen las leyes nacionales. 

10. Los Estados asegurarán una educación que respete los valores culturales, idiomas, tradiciones, espiritualidades y formas de organización social, política y económica de los pueblos indígenas. 

11. La salud es un derecho humano y es responsabilidad de los Estados hacer los esfuerzos necesarios para garantizarlo. Los Estados se comprometen a promover y financiar investigación científica en materia de salud.

12. La salud de la mujer en estado de gestación y del recién nacido deberán ser objeto de atención prioritaria por parte de los Estados.

13. 13.- Los Estados reconocen la importancia de la participación ciudadana de los pueblos en la planificación, ejecución y control de los sistemas públicos de salud. 

14. Los Estados reconocen la  importancia y las características propias de la medicina indígena y de los conocimientos terapéuticos tradicionales, respetando la propiedad comunitaria sobre los mismos, haciendo los debidos esfuerzos para garantizar la justa distribución de los beneficios originados de estos conocimientos.

15. Toda persona tiene derecho a la alimentación y los Estados se comprometen a realizar los esfuerzos necesarios para hacer efectivo este derecho y para erradicar la desnutrición. Los Estados adoptarán las medidas necesarias, dentro de sus marcos legales,  para evitar que sus pueblos se vean privados del acceso a la alimentación. 

16. Los Estados reconocen el derecho al trabajo y crearán oportunidades para que su población tenga acceso al trabajo digno, decente y  productivo, que proporcione buena calidad de vida al trabajador y su familia, en condiciones de libertad, estabilidad laboral, equidad, seguridad, salud e higiene ocupacional y recreación.

17. Todo trabajador tiene derecho a disfrutar de los beneficios derivados de su desempeño laboral, de acuerdo al ordenamiento jurídico interno y a los Tratados, Pactos y Convenios Internacionales en vigor para cada Estado.

18. Todos los trabajadores y trabajadoras migrantes y sus familias tienen derecho a la protección e igualdad de derechos y condiciones de trabajo dignas, decentes y productivas de acuerdo a las normas nacionales.
19. Los Estados garantizarán, de conformidad con las legislaciones nacionales, el derecho a huelga, libertad sindical, libertad de asociación, de petición y reclamos, la convención colectiva, eliminación de toda forma de trabajo forzoso u obligatorio, la eliminación de toda forma de discriminación en materia de empleo u ocupación;  buscando promover siempre el diálogo social.  Asimismo, los Estados se comprometen a respetar, promover y hacer realidad los principios relativos a la abolición efectiva del trabajo infantil, adoptando medidas inmediatas y eficaces para conseguir la prohibición y eliminación de las peores formas de trabajo infantil.
20. Toda persona tiene derecho a recibir protección social integral,  y el Estado adoptará políticas públicas que promuevan el acceso a la misma, con base en los principios de universalidad, solidaridad y equidad.

21. Los adultos mayores tienen derecho a continuar participando en labores productivas, cuando voluntariamente y en uso de sus capacidades y facultades así lo determinen, de acuerdo a las legislaciones nacionales.
22. Las personas tienen derecho a un medio ambiente sano y a contar con servicios públicos básicos.  Es responsabilidad del Estado hacer los esfuerzos necesarios para hacer efectivo estos derechos.    

23. Los Estados adoptarán y ejecutarán, con la participación de los sectores sociales interesados, estrategias, planes y políticas para la conservación del medio ambiente y la utilización sostenible de los recursos naturales, en el contexto del desarrollo sostenible, para el beneficio y disfrute de todos y las futuras generaciones.  

24. Toda persona tiene derecho a una vivienda y hábitat dignos y adecuados, que garanticen la seguridad y humanización de sus relaciones vecinales y comunitarias y, en tal sentido, los Estados desarrollarán políticas que promuevan el acceso a todas las personas. 

25. Toda persona tiene derecho a recibir los servicios básicos de agua potable, aguas servidas, drenajes, comunicación, energía, transporte público y recolección de desechos en sus comunidades, de conformidad con las legislaciones nacionales. Los servicios públicos y sus fuentes de abastecimiento serán administrados buscando siempre el bien común de la sociedad.
26. Los Estados promoverán políticas para la prevención, la mitigación y la respuesta a los desastres naturales.  Promoverán, asimismo, la cooperación solidaria entre sí, en la medida de sus posibilidades, incluyendo acciones para el socorro y asistencia a las victimas.

27. El esparcimiento, la  recreación y el deporte son derechos sociales que coadyuvan a la formación integral de las personas, para el mejoramiento y conservación de sus cualidades físicas, intelectuales, morales y espirituales. 
28. Toda persona tiene derecho a organizar su familia, como asociación natural de la sociedad y como  el  espacio  fundamental para el desarrollo  integral  de las personas de acuerdo con sus creencias y costumbres particulares y a elegir sus opciones de asentamiento, de conformidad con el ordenamiento jurídico de los Estados.
29. Las comunidades y los movimientos sociales tienen el derecho de organizarse en redes integradas para el desarrollo, con el fin de fortalecer el diálogo social, transparente, amplio e incluyente, a nivel local, nacional, regional y hemisférico, como un instrumento básico para la consolidación de la democracia representativa y participativa existentes en nuestro hemisferio y para construir sociedades donde impere la justicia social.
30. Las comunidades y los movimientos sociales tienen derecho a manifestarse y a dirigir peticiones públicas, de conformidad con las leyes nacionales, a través de mecanismos democráticos, legales y pacíficos para exigir el cumplimiento de sus derechos. 
31. Las comunidades y los movimientos sociales tendrán la corresponsabilidad en la observancia de los derechos humanos, protegidos por un estado de derecho y de justicia social.
CAPÍTULO II

DERECHOS  ECONÓMICOS  Y DEMOCRACIA

32. Los Pueblos de América tienen derecho al desarrollo económico con justicia social y los Estados el deber de realizar los esfuerzos necesarios para promoverlo y garantizarlo, con el fin de superar las condiciones de pobreza y alcanzar niveles de vida dignos, lo cual contribuirá a fortalecer la gobernabilidad democrática.

33. Las personas tienen derecho a organizarse y a promover una economía social productiva, mediante diferentes formas e iniciativas, de conformidad con las leyes nacionales, que procuren una distribución equitativa de alimentos, bienes y servicios.

34. Los Estados adoptarán las medidas necesarias para que el aumento de la productividad resultante de la aplicación de las innovaciones  tecnológicas beneficie a toda la población.

35. Los Estados se comprometen a facilitar y promover el acceso al crédito y al financiamiento a las micro, medianas y pequeñas empresas, así como otras unidades productivas de interés social, como una herramienta financiera que coadyuve a la lucha contra la pobreza, a generar nuevas fuentes de empleo, lograr una distribución más equitativa de la riqueza  y alcanzar el desarrollo integral. 

36. Los Pueblos Indígenas tienen derecho a mantener y promover sus  actividades productivas tradicionales, basadas en la solidaridad, en el intercambio recíproco y equitativo, así como su participación en la economía nacional.
37. Los Pueblos y Comunidades Indígenas tienen derecho a participar en el uso, administración y conservación de los recursos naturales existentes en sus tierras o territorios, así como en los beneficios del aprovechamiento y explotación de los mismos, de conformidad a la legislación interna de cada Estado.

CAPÍTULO III

DERECHOS CULTURALES Y DEMOCRACIA

38. Los Pueblos de América tienen derecho al desarrollo de su propia cultura y al acceso a la cultura universal y los Estados tienen la obligación de promoverlos y garantizarlos, como forma de fomentar la pluralidad, el intercambio cultural y profundizar la cultura de la paz.

39. La diversidad cultural constituye patrimonio de nuestros pueblos y debe ser fomentada en beneficio de todos, con vistas a la plena realización de los derechos humanos.  Al permitir que los pueblos y los individuos expresen y compartan sus capacidades, ideas y valores, la diversidad cultural es factor indispensable para la cohesión social y vector esencial  para el desarrollo sostenible.
40. En un espíritu de tolerancia y amplia libertad de pensamiento y expresión, los Estados deben reconocer la igual dignidad de todas las culturas, respetando los derechos fundamentales de los individuos y de las minorías sociales, incluyendo entre otras, las culturas indígenas y las de origen africano.  

41. En ese mismo espíritu de tolerancia, los Estados adoptarán las medidas necesarias, de conformidad con las legislaciones nacionales, para evitar la imposición de patrones ajenos a la identidad nacional y para promover la diversidad cultural.

42. Los creadores y creadoras populares tienen derecho al reconocimiento público de sus obras, a la titularidad de las mismas, a la compensación económica específica por cada obra que produzcan e intercambien, a la protección y divulgación de sus obras, sin más restricciones que las expresadas por la voluntad del autor o autora y las normas nacionales.
43. Los pueblos tienen derecho a la restitución de su patrimonio cultural que haya sido extraído ilícitamente, forzadamente o bajo engaño.  Los Estados establecerán mecanismos eficientes y eficaces para su restitución.

44. Los Estados reconocen la existencia de los Pueblos y Comunidades Indígenas, su identidad cultural, su organización social, política y económica, usos y costumbres, idiomas, religiones y  derechos originarios sobre las tierras que ancestralmente ocupan y que son necesarias para desarrollar y garantizar sus formas de vida.
45. Los Estados garantizarán el respeto a la libertad de expresión e información.  Los medios de comunicación, públicos y privados, son fundamentales para una sociedad democrática y plural.
46. La creación, difusión y uso de la ciencia y la tecnología constituyen una necesidad y un derecho de los Pueblos para alcanzar su desarrollo integral.

DISPOSICION FINAL

47. Los Estados se comprometen a cumplir y darle seguimiento a esta Carta Social de las Américas
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